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Exp. 819/2022-2 


TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
SEGUNDA SALA UNITARIA
EXPEDIENTE: 819/2022-2
PARTE ACTORA: 

**********

AUTORIDAD DEMANDADA:

H. AYUNTAMIENTO; DIRECCIÓN DE OBRAS PÚBLICAS; Y CONTRALORIA INTERNA MUNICIPAL; TODAS LAS AUTORIDADES PERTENECIENTES AL H. AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ
TERCERO:

**********
MAGISTRADA:

MARÍA OLVIDO RODRÍGUEZ VÁZQUEZ

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

OSCAR TORRES HERRERA
         San Luis Potosí, San Luis Potosí, a primero de marzo de dos mil veintitrés.
V I S T O,  para resolver en definitiva el Juicio Contencioso Administrativo número 819/2022-2 promovido por la persona moral **********, contra actos emitidos por el H. Ayuntamiento; Dirección de Obras Públicas; y Contraloría Interna Municipal; todas las autoridades pertenecientes al H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, así mismo señalo como tercero a **********.
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el veintinueve de agosto del dos mil veintidós, el C. **********en su calidad de Administrador Único de la persona moral **********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo contra actos emitidos por el H. Ayuntamiento; Dirección de Obras Públicas; y Contraloría Interna Municipal; todas las autoridades pertenecientes al H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, así mismo señalo como tercero a ********** señalando como acto controvertido el siguiente:
“El fallo emitido en el procedimiento de Licitación Pública Estatal número **********, por el H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, así como el dictamen que forma parte el acta del propio fallo impugnado, de fecha 25 de abril de 2022. Con motivo de la emisión del fallo que se combate, se levantó acta de notificación con la misma fecha mencionada, en el cual se agotó la notificación con la misma fecha mencionada, en el cual se agotó la INCONFORMIDAD que prevén los artículos 194 y 196 de la Ley de Obras Púbicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado de San Luis Potosí, que se tramitó ante el Órgano Interno de Control del Ayuntamiento de San Luis Potosí, así como en contra de la resolución emitida dentro del número de expediente **********, que fue dictada el día 29 de junio del 2022 y cuya resolución le fue notificada a mi representada el día 01 de julio de 2022, las cuales obran en la foja 96 y sucesivas y en la página 107 respectivamente, de las copias certificadas que se anexan como número dos”

II.- Por auto de fecha primero de septiembre de dos mil veintidós, se tuvo por admitida la demanda de la persona moral **********, en contra del acto precisado en el resultando anterior, se ordenó correr el traslado correspondientes a las autoridades demandadas y al tercero para que contestaran lo que a su derecho conviniera, ofrecieran y exhibieran las pruebas que estimaran pertinentes.

Así mismo, se requirió al H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, para que remitiera copia certificada de las documentales solicitadas por la parte actora, ante la Unidad de Transparencia del citado Ayuntamiento de San Luis Potosí, el veintinueve de agosto de dos mil veintidós.
Por otra parte, se negó la suspensión solicitada por la parte actora, en razón de que, de que de haberla concedido, se seguiría perjuicio evidente al interés social y se contravendrían disposiciones de orden público.
III.- Por auto de fecha veintidós de noviembre de dos mil veintidós, se tuvo a las Autoridades demandadas por contestando la demanda, por lo que se ordenó correr traslado a la parte actora para los efectos legales que a su derecho correspondiera.

Así mismo, se tuvo al Síndico Municipal por remitiendo copia certificada de las constancias relativas al expediente formado con motivo de la Licitación Pública Estatal número **********, por lo que se dejó sin efecto el apercibimiento formulado a dicha autoridad.
De igual manera, se tuvo a la persona moral tercera por apersonándose a juicio, por lo que se ordenó correrle traslado a las demás partes del juicio para los efectos legales que a su derecho correspondiera.

Por otra parte, con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvo como pruebas de las partes, las siguientes:

A la parte actora, por admitidas las siguientes:

Las documentales que detalla en el capítulo de pruebas y que exhibió anexas a su escrito de demanda, así como las que fueron exhibidas anexo a su contestación por el Síndico Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí.

Al Síndico Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; las siguientes probanzas:

1.- La instrumental de actuaciones.

2.- La presuncional lógica, legal y humana.

Al Director de Obras Públicas y a la Contralora Interna, ambas autoridades pertenecientes al H. Ayuntamiento de San Luis Potosí , se les tuvo por ofrecidas y admitidas las siguientes pruebas:

1.- Copia certificada del nombramiento exhibido anexo a su contestación de demanda.

2.- La presuncional lógica, legal y humana.

3.- La instrumental de actuaciones.

A la persona moral tercera, se le tuvo por ofrecidas y admitidas las siguientes pruebas:

1.- Las documentales que exhibió anexas a su escrito mediante el cual se apersona a juicio, con las cuales acredita su personalidad para comparecer a juicio.

2.- Las documentales relativas al expediente derivado del fallo de licitación impugnado, que fueron exhibidas por la parte actora y por el Síndico Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, que detalla en el punto 3 del capítulo de pruebas del escrito de cuenta por el cual se apersona a juicio.

Por último, se señalaron las once horas del veinticuatro de enero de dos mil veintidós, para la celebración de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo del Estado.

IV.- En la fecha y hora señaladas, se llevó a cabo la audiencia final, sin la asistencia de las partes. En el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las que así lo ameritaron, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que no fueron formulados por ninguna de las partes. Finalmente, se citó para resolver.
C  O  N  S  I  D  E  R  A  N  D  O
UNICO.- Esta Segunda Sala Unitaria, advierte que carece de competencia para conocer y resolver el presente asunto, en virtud de que la impugnación de los actos señalados por la parte actora, resulta improcedente ante este Tribunal, en atención a las consideraciones siguientes:
En primer término, se debe de hacer mención, que tal y como ha quedado señalado la parte actora acude a presentar juicio de nulidad en contra de la resolución al recurso de inconformidad presentado en contra del fallo de la Licitación Pública Estatal número **********, correspondiente a la obra pública “**********”.
En ese sentido, en el presente asunto se actualiza la causal de sobreseimiento, prevista en los artículos 228 fracción XI y 229 fracciones II y VIII, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el artículo 7° fracción IX de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como con lo dispuesto por el artículo 25 fracción IV de la Ley de Coordinación Fiscal.
Lo anterior es así ya que de un análisis realizado a las constancias que fueron acompañadas como prueba por la persona moral actora se advierte que dicha parte presentó un recurso de inconformidad ante la Contraloría del Municipio de San Luis Potosí, en contra del fallo emitido en el procedimiento de Licitación Pública número **********; por ello, la citada contraloría solicitó un informe al Director de Obras Públicas del Ayuntamiento, de fecha nueve de mayo de dos mil veintidós, el cual obra a fojas de la 94 a la 96 del expediente en el que se actúa, el cual se valora de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y en donde se advierte que el origen fuente del financiamiento es del Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento Municipal, resultando pertinente realizar la transcripción en la parte que nos interesa:

“…

A).- DATOS GENERALES DEL PROCEDIMIENTO DE CONTRATACIÓN

ORIGEN, FUENTE DE FINANCIAMIENTO. Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento Municipal.

…”

Por lo anterior, se advierte que la fuente de financiamiento del procedimiento de contratación, fue previsto con fondos federales, específicamente el Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento Municipal, (FORTAMUN), siendo dicho fondo, previsto por la fracción IV del artículo 25 de la Ley de Coordinación Fiscal, mismo que en la parte que interesa, indica:
“Artículo 25.- Con independencia de lo establecido en los capítulos I a IV de esta Ley, respecto de la participación de los Estados, Municipios y el Distrito Federal en la recaudación federal participable, se establecen las aportaciones federales, como recursos que la Federación transfiere a las haciendas públicas de los Estados, Distrito Federal, y en su caso, de los Municipios, condicionando su gasto a la consecución y cumplimiento de los objetivos que para cada tipo de aportación establece esta Ley, para los Fondos siguientes:

(…) 

“IV.- Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de los Municipios y de las Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal…”

Así, se tiene que el “Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de los Municipios y de las Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal”, su determinación y destino se encuentran contemplados por los artículos 36, 37 y 38 de Ley de Coordinación Fiscal.

En congruencia con lo anterior, se tiene que el procedimiento licitatorio número **********, correspondiente a la obra pública “**********” de cuyo fallo se duele la parte actora; prevé como fuente de financiamiento el citado Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento Municipal, por tanto, de acuerdo a lo establecido en el invocado numeral 25 de la Ley de Coordinación Fiscal en su fracción IV, se trata de recursos que la Federación transfiere a las haciendas públicas de los Estados, Distrito Federal (Ciudad de México), y en su caso de los Municipios, condicionando su gasto a la consecución y cumplimiento de los objetivos, de acuerdo a los lineamientos previstos por los artículos 36, 37 y 38 de la citada Ley.

En ese contexto, si bien la fracción IX del artículo 7º de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, establece la competencia de este Tribunal para conocer respecto a los actos y resoluciones que se originen por fallos en licitaciones públicas, la interpretación y cumplimiento de contratos públicos, de obra pública, adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados por las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y Municipal centralizada y paraestatal; así como, las que estén bajo responsabilidad de los entes públicos estatales y municipales cuando las disposiciones aplicables señalen expresamente la competencia del Tribunal, lo cierto es que debido al carácter federal que guardan los recursos con los cuales se pretende financiar dicho contrato, es que este Órgano Jurisdiccional no cuente con competencia para conocer del presente juicio, toda vez que no podría decretar la nulidad del fallo correspondiente a la citada licitación, ya que dicha pretensión debe ser atendida por los tribunales federales competentes, esto, bajo el principio de continencia de la causa, (el cual consiste en que todas las acciones o pretensiones vinculadas por la misma causa o que tengan el mismo origen procesal, deben ser resueltas de manera concentrada en un mismo juicio).  

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio jurisprudencial, sustentado por la Segunda Sala del alto Tribunal, publicado en el Semanario Judicial de la Federación, con número de registro 2009252, Libro 18, Mayo de 2015, Tomo II Materia(s): Administrativa, Constitucional, Página: 1454, el cual a la letra dice:  

“CONTRATOS DE OBRA PÚBLICA. COMPETE AL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA RESOLVER SOBRE SU INTERPRETACIÓN Y CUMPLIMIENTO, CUANDO LOS CELEBREN ENTIDADES FEDERATIVAS O MUNICIPIOS, CON CARGO A RECURSOS FEDERALES.- De la interpretación sistemática de los artículos 14, fracciones VII, XV y XVI, y 15 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, se advierte que este órgano jurisdiccional conocerá del juicio contencioso administrativo regulado en la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, promovido contra resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos en materia administrativa sobre interpretación y cumplimiento de contratos de obras públicas, adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados por las dependencias y entidades de la administración pública federal, así como de las resoluciones emitidas conforme a la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación y para dirimir lo concerniente a las sanciones administrativas, en términos de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos; de donde se sigue que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa es competente para conocer de la interpretación y el cumplimiento de contratos de obra pública con cargo a recursos federales, con independencia de que los hayan celebrado entidades federativas o Municipios, en tanto que lo que da la competencia es el carácter federal de los recursos empleados y el marco normativo que rige la competencia material de ese Tribunal, la cual se ha delineado para conferirle la atribución de resolver integralmente sobre esas materias.” 

En ese sentido, a manera de robustecer lo delimitado en los párrafos que anteceden y para determinar lo que legalmente corresponde en el presente caso, se toma en consideración lo sostenido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito, referente a la sesión ordinaria virtual de diez de marzo de dos mil veintidós en el amparo directo 225/2021, donde se concluyó medularmente, lo siguiente:
“(…) las  aportaciones federales son fondos de naturaleza  netamente federal, que a pesar de que ingresan a la hacienda municipal, no forman parte de su régimen de libre administración hacendada; por lo que, los municipios únicamente ejecutan la aplicación de dichos recursos en los rubros previamente determinados por las disposiciones federales, cuya regulación y fiscalización se encuentra prevista en normas federales.”

“(…)se trata de fondos que provienen de recursos económicos que el Gobierno Federal puede disponer al encontrarse dentro de su hacienda; y, que en ejercicio de la libertad hacendaria decide transferir a los Estados, para que
éstos ejecuten su aplicación en los rubros para los cuáles
fueron destinados, y respecto de los cuales, la Federación conserva su facultad fiscalizadora, por lo que, con posterioridad a que tales fondos son transferidos, éstos conservan su naturaleza federal.”
“Sin que ello se contraponga con el hecho de que la Ley para la Administración de las Aportaciones Transferidas al Estado y Municipios de San Luis Potosí, regule y coordine las acciones relativas al ejercicio, control y evaluación de los recursos federales del Ramo 33, ya que ello se realiza dentro del marco de coordinación fiscal que prevé el artículo 49 de la Ley de Coordinación Fiscal, en donde se confiere la administración y ejercicio de las aportaciones federales a los gobiernos de las Entidades Federativas y, en su caso, de los Municipios que las reciban, conforme a sus propias leyes.”

“Disposición federal que ha quedado reproducida con antelación y de la cual se colige que el control, evaluación y fiscalización del manejo de los recursos federales en comento quedará a cargo de diversas autoridades, según las etapas en que se encuentren; de modo que, lo dispuesto en la Ley para la Administración de las Aportaciones Transferidas al Estado y Municipios de San Luis Potosí, únicamente constituyen las disposiciones locales para el ejercicio de los recursos federales en estudio, pero ello no desnaturaliza el carácter federal de tales recursos.” 
Criterio anterior, que fue realizado por el Órgano Federal derivado del análisis a la jurisprudencia P/J.138/2001, en la novena época y que aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XV, enero de dos mil dos, pagina novecientos quince, que es del tenor literal siguiente: 

“APORTACIONES FEDERALES TRANSFERIDAS AL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ Y SUS MUNICIPIOS. EL DECRETO NÚMERO 68, PUBLICADO EL TREINTA DE DICIEMBRE DE DOS MIL EN EL PERIÓDICO OFICIAL DE ESA ENTIDAD, EN CUANTO ADICIONÓ EL CUARTO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 81 Y EL TERCER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 10, AMBOS DE LA LEY PARA LA ADMINISTRACIÓN CORRESPONDIENTE, TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE LIBRE ADMINISTRACIÓN PÚBLICA. Las aportaciones federales son recursos que destinan y supervisan las autoridades federales para los Estados y los Municipios que, dada su especial naturaleza, se rigen por disposiciones federales y, por tanto, aun cuando pasan a formar parte de las haciendas estatales y municipales, no están comprendidas dentro del régimen de libre administración de estos últimos, pues es la Federación la que autoriza su destino y aplicación y, por ende, los otros niveles de gobierno no pueden disponer libremente de dichos recursos pues, por el contrario, deben sujetarse a lo dispuesto en los ordenamientos federales. Por lo tanto el cuarto párrafo del artículo 81 y el párrafo tercero del artículo 10, ambos de la Ley para la Administración de las Aportaciones Transferidas al Estado y Municipios de San Luis Potosí, adicionados mediante Decreto Número 68, publicado el treinta de diciembre de dos mil en el Periódico Oficial de la entidad, al prever que el Ejecutivo del Estado y los Ayuntamientos entregarán a la Contaduría Mayor de Hacienda del Congreso Local, para la realización de su función fiscalizadora en relación con los fondos de aportaciones federales, el uno punto cinco por ciento del monto total de cada uno de esos fondos, lo que será considerado como gasto indirecto para efectos de la aplicación de dichos recursos, transgreden los artículos 134, primer y cuarto párrafos, en relación con el diverso 74, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en tanto que afectan el principio de libre administración pública hacendaria federal, pues el destino y la regulación de tales recursos son competencia exclusiva de la Federación. Lo anterior es así, con independencia de que dicha transferencia se pretenda autorizar a través de un "convenio entre las partes", ya que tales recursos son gastos predeterminados que deben aplicarse en su integridad a los fines para los cuales fueron contemplados, por lo que en forma alguna puede alterarse su destino.”

Así, de lo transcrito con antelación, se tiene que las aportaciones federales son recursos que son destinados a trasladarse a los Estados para la consecución de diversas cuestiones conforme a las leyes fiscales aplicables, sin que por dicho traslado, su esencia de recurso federal sea transformado o desvinculado de su origen puramente federal, aún y cuando para su ejercicio se  puedan aplicar demás disposiciones de naturaleza local; lo anterior es así debido a que resulta ser la Federación la encargada de delimitar su destino y posterior aplicación; de ahí que, su regulación y fiscalización provenga justamente de preceptos del mismo carácter federal lo que a su vez, permite definir de manera clara la competencia para conocer de los asuntos derivados de la aplicación de estos recursos. 

De todo lo expuesto, se puede concluir que:

· Licitación Pública Estatal número **********, correspondiente a la obra pública “**********”, tiene como fuente de financiamiento el Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento Municipal;
· Dicho fondo, se encuentra previsto por la fracción IV del numeral 25 de la Ley de Coordinación Fiscal; 
· Que toda vez que se trata de un recurso de naturaleza federal que si bien, será ejercido por el Municipio de San Luis Potosí, a través de la Dirección de Obras Públicas, la Federación conserva su facultad de control, evaluación fiscalización del manejo de los mismos, de lo que se sigue que:

· A ésta Sala, no le compete conocer respecto a la demanda promovida por la parte actora, dada la naturaleza federal de los recursos contemplados en el  procedimiento en mención, dado que no se pueden desvincular de su origen.
En esa tesitura, con base en los numerales 228 fracción XI y 229 fracciones II y VIII, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el artículo 7º fracción IX de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, artículo 25 fracción IV de la Ley de Coordinación Fiscal, se decreta el SOBRESEIMIENTO del presente juicio, al carecer este Tribunal de competencia para pronunciarse respecto de la interpretación y cumplimiento del acto impugnado; ya que de hacerlo, sin tener facultades para ello, vulneraría las garantías de legalidad y de seguridad jurídica derivadas del primer párrafo del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y cuya inobservancia conduciría a que fuese inválido lo resuelto.

En las relatadas condiciones, se concluye que ante la declaratoria de incompetencia por razón de materia, este Tribunal no se encuentra obligado a remitir el asunto a la autoridad que considere competente, dado que ello no implica vulnerar el derecho de acceso a la justicia reconocido en los artículos 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 8, numeral 1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, pues su ejercicio se encuentra sujeto al cumplimiento de determinados requisitos, presupuestos y cargas procesales que no deben soslayarse en detrimento de la correcta y eficiente administración de justicia, como es la carga procesal dispuesta de manera asequible al gobernado, de presentar el recurso efectivo ante el Tribunal competente.

Sirve de apoyo a lo anterior, la Jurisprudencia en materia Administrativa, con número de Registro 2012548, localizable en la Décima Época, Instancia Plenos de Circuito, de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Libro 34, Septiembre de 2016, Tomo III, Tesis PC.II.A. J/8 A (10ª), página 2282, que a la letra dice:

“INCOMPETENCIA POR RAZÓN DE LA MATERIA EN EL JUICIO DE NULIDAD ANTE EL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE MÉXICO. CONSECUENCIAS JURÍDICAS DE LA DECLARACIÓN RELATIVA [SUSTITUCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA PC.II.A. J/1 A (10a.)].- Una nueva reflexión, guiada por la jurisprudencia 2a./J. 146/2015 (10a.), de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, lleva a este Pleno en Materia Administrativa del Segundo Circuito a sustituir el contenido en la jurisprudencia PC.II.A. J/1 A (10a.), de título y subtítulo: "SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE NULIDAD POR LA INCOMPETENCIA MATERIAL DEL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE MÉXICO PARA CONOCER DEL ACTO IMPUGNADO. PROCEDE QUE ORDENE LA REMISIÓN DE LOS AUTOS A LA AUTORIDAD QUE ESTIME COMPETENTE.", a fin de sostener que cuando el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de México advierta que carece de competencia por razón de la materia para conocer de una demanda de nulidad, debe declarar la improcedencia del juicio y decretar el sobreseimiento en términos de los artículos 267, fracción I, y 268, fracción II, del Código de Procedimientos Administrativos del Estado de México, sin que ello implique vulnerar el derecho de acceso a la justicia reconocido en los artículos 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 8, numeral 1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, pues su ejercicio se encuentra sujeto al cumplimiento de determinados requisitos, presupuesto y cargas procesales que no deben soslayarse en detrimento de la correcta y eficiente administración de justicia, como es la carga procesal dispuesta de manera asequible al gobernado, de presentar el recurso efectivo ante el tribunal competente. En las relatadas condiciones, se concluye que ante la declaratoria de incompetencia por razón de la materia, el referido tribunal no está obligado a remitir el asunto a la autoridad que considere competente.

PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO.

Por lo expuesto y fundado y con apoyo en los artículos 1º, 2º, 7º fracción IX, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 228 fracción XI y 229 fracciones II y VIII, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se;

R E S U E L V E
PRIMERO.- Se decreta SOBRESEIMIENTO del presente juicio, dada la incompetencia de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, para conocer de la presente controversia, de acuerdo a los razonamientos expuestos en el considerando Único de la presente resolución.
SEGUNDO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y al tercero; y por correo electrónico a las autoridades demandadas.

Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
